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			Presentación

			En su visión de consolidarse como un referente académico nacional y regional en la formación integral de las personas, la Pontificia Universidad Católica del Perú ha decidido poner a disposición de la comunidad la colección jurídica «Lo Esencial del Derecho». 

			El propósito de esta colección es hacer llegar a los estudiantes y profesores de derecho, funcionarios públicos, profesionales dedicados a la práctica privada y público en general, un desarrollo sistemático y actualizado de materias jurídicas vinculadas al derecho público, al derecho privado y a las nuevas especialidades incorporadas por los procesos de la globalización y los cambios tecnológicos.

			La colección consta de cien títulos que se irán publicando a lo largo de varios meses. Los autores son en su mayoría reconocidos profesores de la PUCP y son responsables de los contenidos de sus obras. Las publicaciones no solo tienen calidad académica y claridad expositiva, sino también responden a los retos que en cada materia exige la realidad peruana y respetan los valores humanistas y cristianos que inspiran a nuestra comunidad académica.

			«Lo Esencial del Derecho» también busca establecer en cada materia un común denominador de amplia aceptación y acogida, para contrarrestar y superar las limitaciones de información en la enseñanza y práctica del derecho en nuestro país.

			Los profesores de la Facultad de Derecho de la PUCP consideran su deber el contribuir a la formación de profesionales conscientes de su compromiso con la sociedad que los acoge y con la realización de la justicia. 

			El proyecto es realizado por la Facultad de Derecho de la PUCP bajo los auspicios del equipo rectoral.

		


		
			Introducción

			Esta obra constituye un pequeño aporte al estudio del derecho tributario en el país. Pretende brindar al lector nociones fundamentales con relación a los procedimientos tributarios regulados en el libro tercero del Código Tributario. En el primer capítulo se desarrolla lo relativo a la administración tributaria y el administrado; en el segundo, los actos administrativos tributarios; y a partir del tercer capítulo comienza el estudio del procedimiento tributario.

			En tanto el procedimiento tributario es el medio por el cual la administración tributaria se relaciona con el administrado, se hace necesario que sus actuaciones revistan un marco de legalidad, básicamente con la finalidad de garantizar los derechos de los administrados. Como es natural, esta relación responderá a las necesidades que se susciten en el día a día, por lo que la materia no se agota en las siguientes líneas. 

			En la segunda disposición complementaria y transitoria del decreto legislativo 13111 se dispuso que, por decreto supremo, en un plazo no mayor a 120 días contados a partir de la vigencia de ese decreto legislativo se debía expedir el Texto Único Ordenado (TUO) del Código Tributario. Dos años después, aún no se había publicado el texto mencionado. Sobre el particular, se debe tener presente que el TUO de una norma legal contiene el texto original de un determinado dispositivo legal más sus modificaciones vigentes, es decir que no modifica norma legal alguna, sino que ordena las modificaciones que se han efectuado al dispositivo legal.

			En este libro hemos introducido los cambios que fueron dispuestos en las siguientes normas: 

			•	decreto legislativo 1263 (publicado el 10 de diciembre de 2016), 

			•	decreto legislativo 1270 (publicado el 20 de diciembre de 2016), 

			•	decreto legislativo 1311 (publicado el 30 de diciembre de 2016), 

			•	decreto legislativo 1315 (publicado el 31 de diciembre de 2016), 

			•	decreto legislativo 1372 (publicado el 2 de agosto de 2018), 

			•	decreto legislativo 1420 (publicado 13 de setiembre de 2018), 

			•	decreto legislativo 1421 (publicado el 13 de setiembre de 2018) y 

			•	decreto legislativo 1422 (publicado el 13 de setiembre de 2018). 

			Actualmente, el decreto supremo 133-2013-EF es la norma que aprobó el TUO del código tributario vigente.

			

			
				
					1	Publicado en el Diario Oficial El Peruano el 30 de diciembre de 2016.

				

			

		


		
			Capítulo 1
La administración tributaria y el administrado

			1.	La administración tributaria

			El Estado ejerce la potestad tributaria, a la cual se encuentran sometidos los ciudadanos, con la finalidad de obtener recursos para el cumplimiento de los servicios públicos. En este sentido, puede crear, modificar, suprimir y derogar tributos, otorgar exoneraciones, beneficios o incentivos tributarios. Si se crea un tributo, existirá una relación jurídica tributaria entre el Estado y el sujeto pasivo o deudor de la relación jurídico tributaria, siempre que se realice el hecho económico supuesto en la norma tributaria. En este escenario, el Estado necesita de entidades gestoras que administren los tributos que crea. Así pues, las administraciones tributarias son entidades públicas, especializadas en la recaudación, cobranza y fiscalización de tributos.

			1.1.	SUNAT

			La Superintendencia Nacional de Aduanas y de Administración Tributaria (SUNAT) es la entidad del Estado competente para la administración de los tributos internos y los derechos arancelarios. Al tener a su cargo la gestión de estos tributos goza de las facultades de recaudación, determinación, fiscalización y sanción.

			1.2.	Gobiernos locales

			Los gobiernos locales o municipalidades, sean distritales o provinciales, son las administraciones tributarias encargadas de la gestión y administración de los tributos municipales. El texto único ordenado del Código Tributario2 establece en su artículo 52 que administrarán, exclusivamente, las contribuciones y tasas municipales, sean estas derechos, licencias o arbitrios, y por excepción los impuestos que la ley les asigne. Lo que sucede es que de acuerdo al artículo 74 de la Constitución, los gobiernos locales gozan de potestad tributaria restringida a dos tipos de tributos: contribuciones y tasas; por lo tanto, no pueden crear impuestos. La creación de los impuestos municipales se encuentra reservada al Poder Legislativo o al Poder Ejecutivo, previa delegación de facultades.

			En este sentido, al tener los gobiernos locales a su cargo la gestión de estos tributos, gozan de las facultades de recaudación, determinación y fiscalización, más no sancionatoria.

			1.3.	Gobiernos regionales

			Los gobiernos regionales promueven el desarrollo y la economía regional, fomentando las inversiones, actividades y servicios públicos, en armonía con las políticas y planes nacionales y locales, de acuerdo a lo señalado por el artículo 192 de la Constitución vigente. En el Código Tributario no hay una norma que regule la competencia de los gobiernos regionales en materia tributaria; sin embargo, tienen la categoría de administración tributaria regional y, así como se modificó el artículo 74 de la Constitución, se debe regular en el Código Tributario la competencia de los gobiernos regionales, que tienen potestad tributaria similar a los gobiernos locales.

			1.4.	Otras instituciones

			Cuando nos referimos a las administraciones tributarias, estas no se agotan con la SUNAT, los gobiernos regionales y locales, sino que existen otras administraciones tributarias que pueden ser entidades públicas a las cuales el Estado ha otorgado la facultad de administrar y gestionar tributos, como el Poder Judicial, la Superintendencia Nacional de Registros Públicos, los organismos que regulan los aportes por regulación, entre algunas de las entidades que ejercen también esta función.

			2.	El administrado

			De acuerdo al TUO de la Ley 27444, Ley del Procedimiento Administrativo General3, el administrado es la persona natural o jurídica que, cualquiera sea su calificación o situación procedimental, participa en el procedimiento administrativo. Asimismo, cuando una entidad interviene en un procedimiento, el administrado se somete a las normas que lo disciplinan, en igualdad de facultades y deberes que los demás administrados.

			2.1.	Sujetos sometidos al Código Tributario

			De otro lado, en la norma II del título preliminar del Código Tributario, que regula el ámbito de aplicación, se dispone que este código rige las relaciones jurídicas originadas por los tributos.

			En este mismo orden de ideas, la norma XI del título preliminar del Código Tributario indica qué personas se encuentran sometidas al cumplimiento de lo señalado en el Código Tributario, pues precisa que las personas naturales o jurídicas, sociedades conyugales, sucesiones indivisas u otros entes colectivos, nacionales o extranjeros, domiciliados en el Perú, se encuentran sometidos al cumplimiento de las obligaciones establecidas en el Código Tributario y en las leyes y reglamentos tributarios. 

			Agrega esta norma que también están sometidos y vinculados al Código Tributario las personas naturales o jurídicas, sociedades conyugales, sucesiones indivisas u otros entes colectivos, nacionales o extranjeros, no domiciliados en el Perú, sobre patrimonios, rentas, actos o contratos que están sujetos a tributación en el país. Para ello deberán constituir domicilio en el país o nombrar representante con domicilio en él.

			La modificación a la norma II del título preliminar del Código Tributario4 señala que también se encuentran sometidas y serán de aplicación las normas antes referidas para las actuaciones y procedimientos que deba llevar a cabo la SUNAT o que deban cumplir los administrados, conforme a la normativa sobre asistencia administrativa mutua en materia tributaria. De este modo, se aplican las disposiciones del Código Tributario y las demás normas tributarias a los sujetos cuando la SUNAT deba prestar asistencia administrativa mutua en materia tributaria a la autoridad competente, y se entenderá como autoridad competente a aquella de otro Estado con el que Perú tenga un convenio internacional que incluya asistencia administrativa mutua en materia tributaria.

			Sobre lo que acabamos de señalar es importante precisar los criterios de vinculación.

			La norma XI del título preliminar del Código Tributario considera al domicilio como criterio de vinculación o sujeción. Así, para establecer qué sujetos se encuentran sometidos a sus normas, regula precisando dos supuestos iniciales: los sujetos domiciliados y los sujetos no domiciliados en el Perú. 

			Para el caso de los sujetos domiciliados en el Perú —considerando como domicilio el lugar donde vive o radica con carácter permanente y estable una persona, o, como señala el Código Civil, la residencia habitual de la persona en un lugar—, nuestra legislación dispone que todas las personas naturales o jurídicas, sociedades conyugales, sucesiones indivisas, u otros entes colectivos, nacionales o extranjeros (el criterio de la nacionalidad no tiene relevancia para determinar la sujeción de las personas a las normas tributarias) domiciliados en el Perú están sometidos al cumplimiento de las obligaciones establecidas en el Código, en las leyes y en los reglamentos tributarios. En este caso opera, como se puede ver, un factor de conexión personal.

			En el caso de los sujetos no domiciliados en el Perú, se han considerado otros factores de conexión: real, de la fuente o por el lugar del acto. Así, el Código dispone que también están sometidos al cumplimiento de las obligaciones establecidas en el Código Tributario, leyes y reglamentos tributarios las personas naturales o jurídicas, sociedades conyugales, sucesiones indivisas u otros entes colectivos, nacionales o extranjeros (tampoco tiene relevancia la nacionalidad) no domiciliados en el Perú, sobre patrimonios, rentas, actos o contratos que están sujetos a tributación en el país. 

			Aquí es pertinente recordar, como ejemplo, que la ley del impuesto a la renta de nuestro país para determinar la renta gravable usa un sistema mixto, pues aplica dos criterios de vinculación: domicilio —domicilio o constitución de empresas: renta de fuente mundial— y fuente de la renta o ubicación de la fuente, criterio de carácter objetivo que tiene como fundamento el lugar donde se encuentran los bienes que generan la renta o riqueza, sin importar que el sujeto sea nacional o domicilie en el país. Este criterio objetivo de renta gravada de fuente peruana se aplica solo a los no domiciliados.

			2.2.	Aplicación supletoria de la Ley del Procedimiento Administrativo General

			De acuerdo a lo señalado por la norma IX del título preliminar del Código Tributario, en lo no previsto por el Código u otras normas tributarias podrán aplicarse normas distintas a las tributarias, siempre que no se les opongan ni las desnaturalicen. Supletoriamente, se aplicarán los principios del derecho tributario o, en su defecto, los principios del derecho administrativo y los principios generales del derecho.

			Por su parte, el artículo I del título preliminar del TUO de la Ley del Procedimiento Administrativo General señala que esta ley será de aplicación para todas las entidades de la administración pública. El artículo II señala que 1) la ley contiene normas comunes para las actuaciones de la función administrativa del Estado y regula todos los procedimientos administrativos desarrollados en las entidades, incluyendo los procedimientos especiales; y 2) las leyes que crean y regulan los procedimientos especiales no podrán imponer condiciones menos favorables a los administrados que las previstas en esta norma.

			La quinta disposición complementaria del decreto legislativo 13115 reafirma la aplicación supletoria de la Ley del Procedimiento Administrativo General al Código Tributario, cuando señala que los procedimientos especiales seguidos ante la SUNAT, el Tribunal Fiscal y otras administraciones tributarias se rigen supletoriamente por la Ley 27444, Ley del Procedimiento Administrativo General (modificada por el decreto legislativo 1272), y no es aplicable lo previsto en los numerales 1 y 2 del artículo II del título preliminar del TUO de la Ley del Procedimiento Administrativo General que hemos referido en el párrafo anterior.

			De tal manera, los procedimientos tributarios se rigen por su ley especial, el Código Tributario, y de manera supletoria por la Ley del Procedimiento Administrativo General.

			3.	El deudor tributario

			El sujeto deudor o sujeto pasivo es la persona que tiene que cumplir con la prestación tributaria o pago del tributo y, como señala el Código Tributario, puede tener la calidad de contribuyente o la calidad de responsable.

			
				
					
					
				
				
					
							
							Sujeto pasivo o deudor tributario

						
					

					
							
							Deudor tributario

						
							
							Contribuyente

						
					

					
							
							Es la persona obligada al cumplimiento de la prestación tributaria, sea en calidad de contribuyente o en calidad de responsable.

						
							
							Es la persona obligada al cumplimiento de la prestación tributaria, y es aquel que realiza, o respecto del cual se produce el hecho que genera la obligación tributaria.

						
					

					
							
							Sujeto que debe cumplir con el pago del tributo

						
					

				
			

			3.1.	Contribuyente

			El contribuyente es el sujeto que realiza un hecho económico que coincide con la previsión legal de la norma tributaria y, como consecuencia de ello, este hecho económico deriva en lo que conocemos como un hecho imponible. Por ejemplo, el impuesto de alcabala grava la transferencia de predios, y el sujeto afectado en calidad de contribuyente, de acuerdo a la norma tributaria, es el comprador o adquirente del predio. Por ello, si Juan compra un predio es contribuyente del impuesto de alcabala.

			Otro ejemplo es el caso del impuesto predial, que grava el valor de la propiedad predial. Es contribuyente el propietario del predio, cualquiera sea su naturaleza, si tiene la condición de propietario al primero de enero de cierto año. En este sentido, si Pedro compra un predio el 18 de noviembre de 2018, será contribuyente del impuesto predial si el primero de enero de 2019 tiene la condición de propietario de este predio, dado que es un tributo de periodicidad anual, y durante el año 2018 será contribuyente quien tuvo la propiedad el primero de enero de 2018. 

			En relación con las rentas del trabajo, si María es una trabajadora que se encuentra en planilla de una empresa desde febrero 2016 hasta el 18 de diciembre del mismo año, será contribuyente del impuesto a la renta por las rentas del trabajo que ella perciba entre el primero de enero y el 31 de diciembre de ese año en relación a esa empresa. Si María además trabajó en otra empresa durante el mismo ejercicio también será contribuyente por las rentas que perciba durante ese ejercicio. Podemos tener el caso de un contribuyente que tenga un solo empleador o una persona de tenga varios empleadores en un solo periodo tributario.

			En relación al impuesto al patrimonio vehicular, será contribuyente el propietario del vehículo que tenga la condición de propietario al primero de enero del año siguiente de realizada su primera inscripción en registros, al ser este un tributo de periodicidad anual. Por ejemplo, el 3 de octubre del año 2015 José compró un auto nuevo y lo registra. Si al primero de enero del año 2016 sigue teniendo la condición de propietario, será contribuyente por todo el año 2016. Si el primero de enero de 2017 sigue teniendo la condición de propietario también será contribuyente por todo el ejercicio 2017. Si en mayo del 2017 transfiere la propiedad a Constanza, y ella tiene la condición de propietaria al primero de enero de 2018, será Constanza la contribuyente por todo el ejercicio 2018 y José por todo el periodo 2017.

			En el caso del impuesto a los espectáculos públicos no deportivos, que grava el monto que se abona por presenciar o participar en este tipo de espectáculos que se realicen en locales y parques cerrados, todas las personas que compren entradas para dichos eventos son contribuyentes de este impuesto. 

			En el caso del impuesto general a las ventas, una operación gravada es la venta de bien mueble en el país efectuada por un sujeto que desarrolle actividad empresarial; en este sentido, cuando Hiraoka vende un bien mueble, es contribuyente legal del IGV y se encuentra gravado con este impuesto. Tema distinto es la traslación del impuesto al consumidor final.

			
				
					
				
				
					
							
							SUJETO PASIVO CONTRIBUYENTE

						
					

					
							
							Es el destinatario legal del tributo, porque a él está dirigida la carga patrimonial del tributo.

							Es quien realiza o respecto del cual se realiza el hecho imponible. 

							Es un deudor a título propio.

						
					

				
			

			3.2.	Responsable

			El responsable es un sujeto que no realiza el hecho económico imponible. No obstante ello, por la relación que guarda con el contribuyente, la norma señala que recae en él la responsabilidad de cumplir con la prestación tributaria; es decir, pagar el tributo. 

			Debemos tener claro que el responsable no es el contribuyente. En realidad, se trata de un deudor por cuenta ajena, que debe cumplir con un deber ya que se encuentra vinculado al cumplimiento de determinadas obligaciones y deberes por mandato legal. 

			En el caso del trabajador que es contribuyente por las rentas del trabajo que percibe, es responsable por mandato de la ley el empleador que le abona su remuneración y le descuenta de manera mensual el monto que debe pagar al fisco en calidad de responsable. Como hemos apreciado, no es contribuyente, pero tiene que cumplir con la prestación tributaria, que es el pago del tributo.

			
				
					
				
				
					
							
							SUJETO PASIVO RESPONSABLE

						
					

					
							
							Es aquella persona que, sin tener la calidad de contribuyente, debe cumplir con la prestación tributaria. 

							Se trata de una persona que no se encuentra directamente vinculada o involucrada en la realización del hecho imponible. 

							Sin embargo, la ley le ordena pagar el tributo.

							No excluye al contribuyente de la relación jurídica tributaria. Está «al lado del» contribuyente.

						
					

				
			

			Aquí hemos graficado la diferencia principal entre el sujeto contribuyente y el sujeto responsable: en principio, la capacidad contributiva. En el caso del responsable, debe actuar como tal, cumpliendo con el deber de colaboración.

			
				
					
				
				
					
							
							CONTRIBUYENTE: CAPACIDAD CONTRIBUTIVA

						
					

					
							
							La figura del contribuyente como autor del hecho imponible o como sujeto respecto del cual se produce el hecho imponible se halla vinculada con el principio de capacidad contributiva.

						
					

				
			

			
				
					
				
				
					
							
							RESPONSABLE: COLABORACIÓN

						
					

					
							
							La figura del responsable se encuentra vinculada con el principio de colaboración, según el cual los agentes económicos del sector privado tienen el deber de colaborar con la labor de recaudación de la administración tributaria.

						
					

				
			

			3.3.	Agente de retención

			Es un sujeto que, por mandato de la ley, tiene el deber de retener el tributo al contribuyente y entregarlo a la administración tributaria correspondiente. 

			Es agente de retención aquel a quien la ley le impone este deber de colaboración. Como su propia denominación, se caracteriza y diferencia del agente de percepción porque debe entregar una cantidad de dinero al contribuyente y debe retener una cierta cantidad de ese dinero y entregarla al fisco. Tal es el caso, por ejemplo, del empleador que retiene a cuenta del trabajador una cierta cantidad de dinero que debe entregar al fisco.

			3.4.	Agente de percepción

			Es un sujeto que, por mandato de la ley, debe recibir o percibir de parte del contribuyente una cierta cantidad de dinero que debe entregar al fisco para cumplir con la percepción. A diferencia del agente de retención, no entrega dinero alguno al contribuyente, sino que, por el contrario, lo recibe o percibe. Tal es el caso del impuesto a los espectáculos públicos no deportivos, por ejemplo, cuando grava la compra de entradas al cine: el organizador del espectáculo recibe una cantidad de dinero de quien compra la entrada, que tiene la calidad de contribuyente, y un porcentaje de este dinero, que es el tributo, debe ser entregado al fisco.

			En el caso del impuesto a los espectáculos públicos no deportivos, la norma dispone que son contribuyentes las personas que adquieran entradas para asistir a los espectáculos; son responsables tributarios, en calidad de agentes de percepción del impuesto, las personas que organizan los espectáculos. Estos agentes perceptores se encuentran obligados a presentar declaración jurada para comunicar el boletaje en la forma y plazos establecidos en la norma.

			En el siguiente cuadro hemos graficado la importancia que tienen estos sujetos, denominados agentes de retención y agentes de percepción. 

			
				
					
				
				
					
							
							AGENTES DE RETENCIÓN Y PERCEPCIÓN

						
					

					
							
							El uso de la retención y la percepción del tributo trae las siguientes ventajas para el fisco: 

							
									Mediante un número reducido de contribuyentes se busca asegurar el pago de las obligaciones tributarias de un universo mayor de sujetos sometidos a control. 

									La intervención de un tercero que, siendo responsable solidario del ingreso del tributo, neutraliza cualquier intento de realización de maniobras ilícitas tendientes a frustrar el crédito fiscal. 

							

							Esto resulta en un beneficio financiero, al recaudar el tributo con anterioridad al vencimiento general establecido para los respectivos gravámenes.

						
					

				
			

			4.	La relación entre la administración tributaria y el administrado

			Es importante conocer la relación que existe entre el administrado y la administración tributaria, al ser esta la entidad a la cual el Estado le ha dado el encargo de representarlo ante los ciudadanos en los temas de naturaleza administrativa. 

			Así, vamos a encontrar en la Ley del Procedimiento Administrativo General y en el Código Tributario las pautas generales de esta relación de naturaleza procedimental, y los derechos y deberes que deben cumplir cada uno de ellos, de tal manera que cuando se ejerzan las facultades que tiene la administración, los sujetos pasivos se encuentren vinculados dentro de un marco de legalidad y respeto al principio de constitucionalidad. 

			Es por ello que la Ley del Procedimiento Administrativo General contiene normas comunes para las actuaciones de la función administrativa del Estado y regula de manera supletoria en materia tributaria los procedimientos administrativos desarrollados en las entidades, incluyendo los procedimientos especiales.

			Asimismo, la norma IX del título preliminar del Código Tributario establece que en lo no previsto en el código podrán aplicarse de manera supletoria, entre otros, los principios del derecho administrativo.

			Cabe señalar que los principios de los procedimientos administrativo son, entre otros: 

			1.	Principio de legalidad 

			2.	Principio del debido procedimiento 

			3.	Principio de impulso de oficio 

			4.	Principio de razonabilidad 

			5.	Principio de imparcialidad 

			6.	Principio de informalismo 

			7.	Principio de presunción de veracidad 

			8.	Principio de buena fe procedimental 

			9.	Principio de celeridad 

			10.	Principio de eficacia 

			11.	Principio de verdad material 

			12.	Principio de participación 

			13.	Principio de simplicidad 

			14.	Principio de uniformidad 

			15.	Principio de predictibilidad o de confianza legítima 

			16.	Principio de privilegio de controles posteriores 

			17.	Principio de ejercicio legítimo del poder 

			18.	Principio de responsabilidad 

			19.	Principio de acceso permanente.

			Esto significa que estos principios también sirven como criterio interpretativo en los procedimientos administrativos, los que hemos desarrollado en el punto 9, «Derechos de los administrados».

			4.1.	La obligación tributaria

			Es una relación jurídica tributaria entre dos sujetos, acreedor y deudor, que se origina en una ley y cuyo objeto es el cumplimiento de la prestación tributaria. El objeto es el pago del tributo o la deuda tributaria por parte del sujeto deudor, lo cual es exigible de manera coactiva.

			Como hemos señalado, la relación jurídica tributaria tiene dos sujetos principales, conocidos como sujeto activo y sujeto pasivo. El sujeto pasivo o deudor tributario es quien debe cumplir con la prestación tributaria, mientras el sujeto activo es a favor de quien se debe cumplir esa prestación.

			Dentro del sujeto pasivo podemos encontrar al contribuyente y al responsable. El contribuyente es quien realiza el hecho económico previsto en la ley como generador de la obligación tributaria, y el responsable es quien se encuentra obligado al cumplimiento de la prestación tributaria, aun cuando no es contribuyente ni deudor por cuenta propia, sino que la ley le ha impuesto este deber.

			
				
					
				
				
					
							
							LA OBLIGACIÓN TRIBUTARIA

						
					

					
							
							La obligación tributaria es una relación entre dos sujetos, el acreedor y el deudor tributario, regulada por ley. 

							La obligación tributaria tiene por objeto el cumplimiento de la prestación tributaria, y es exigible de manera coactiva.

							El objeto de la obligación tributaria es el tributo.

							La obligación tributaria tiene un contenido patrimonial. 

							La obligación tributaria se diferencia de los deberes administrativos porque en estos el contenido es administrativo, es decir se encuentra ausente el contenido patrimonial.

						
					

				
			

			El artículo 1 del Código Tributario indica: «La obligación tributaria, que es de derecho público, es el vínculo entre el acreedor y el deudor tributario, establecido por ley, que tiene por objeto el cumplimiento de la prestación tributaria, siendo exigible coactivamente».

			La obligación tributaria es una relación entre dos sujetos regulada por ley. Por ello se trata de una relación jurídica en la cual existe un contenido patrimonial y se diferencia de los deberes administrativos porque en estos no existe el contenido patrimonial sino solo el administrativo. 

			Por ejemplo, para el caso del impuesto a la renta por rentas del trabajo, la obligación tributaria está contenida por la relación entre el contribuyente y la administración tributaria, y tiene por objeto el pago del tributo correspondiente; en cambio, la emisión del recibo por honorarios electrónico es un deber formal que no tiene contenido patrimonial. En el impuesto general a las ventas, también podemos ver las diferencias entre la obligación tributaria y los deberes formales: el pago del tributo es parte de la obligación tributaria y el llevado de los libros es un deber formal que no tiene contenido patrimonial. De la misma manera, en el impuesto predial la obligación tributaria consiste en el pago del tributo que afecta al valor de la propiedad predial, pero es un deber formal el tener que declarar ante la municipalidad correspondiente cuando construimos o ampliamos el predio.

			Debemos tener presente que la relación jurídica tributaria no siempre ha sido una relación legal, como la conocemos el día de hoy. En un principio, se trató de una relación de poder, en la cual se encontraba en un extremo el llamado rey, príncipe o monarca, quien representaba a quien tenía todos los derechos y pretensiones; era una época en la que no existia la ley como fundamento de organización del Estado, y tampoco existían el Parlamento ni la Constitución. Con el paso de los años, la relación jurídica tributaria se convirtió en lo que conocemos ahora, una relación regulada por la ley y garantizada por la Constitución, que es la norma que regula la potestad tributaria y los límites que tiene, y se tiene que cumplir y respetar para que el ejercicio de la potestad tributaria sea legítimo.

			
				
					
				
				
					
							
							LA RELACIÓN JURÍDICA TRIBUTARIA

						
					

					
							
							Relación inicial de PODER. El Estado y el contribuyente mantienen una relación de poder, donde el primero gozaba de todas las facultades, mientras el segundo era titular solamente de obligaciones y deberes. 

							Posteriormente, esta relación se convierte en una relación de DERECHO. El Estado tiene a su cargo facultades, obligaciones y responsabilidades. El sujeto administrado, además de sus obligaciones tributarias y deberes formales, goza de un conjunto de derechos. 

							A partir de la segunda mitad del siglo XX, se considera que la relación jurídica-tributaria consiste básicamente en la obligación tributaria.

							Los deberes administrativos no forman parte de la obligación tributaria. 

							Cada deber administrativo es independiente con respecto a la obligación tributaria. 

							Pueden existir deberes administrativos, aunque no exista una obligación tributaria. 

						
					

				
			

			Como hemos señalado, la prestación tributaria es el objeto de la obligación tributaria y consiste en la conducta del sujeto deudor, que es el pago del tributo o de la deuda tributaria al sujeto conocido como el acreedor tributario.

			
				
					
				
				
					
							
							PRESTACIÓN TRIBUTARIA

						
					

					
							
							La prestación es el contenido de la obligación, es la conducta del deudor. Consiste en la entrega de una suma de dinero al acreedor tributario.

						
					

				
			

			Las prestaciones tributarias pueden ser, de acuerdo al Código Civil, prestaciones de dar, de hacer y de no hacer; aplicadas estas prestaciones a la relación jurídica tributaria, podemos ver cómo se aplican estos tres tipos de prestaciones:

			
				
					
				
				
					
							
							CLASIFICACIÓN DE LAS PRESTACIONES TRIBUTARIAS

						
					

					
							
							Artículo 29 del Código Tributario y siguientes: 

							DAR: es una obligación sustantiva y tiene contenido patrimonial. Es la obligación de dar una suma de dinero (Constitución, artículo 29 y siguientes).

							NO HACER: son deberes formales. Se les señala como los deberes de «tolerar» por parte de los administrados, en el artículo 87 del Código Tributario. Esto es, permitir el control de la administración tributaria, permitir la instalación de los sistemas informáticos proporcionados por SUNAT, entre otros. 

							HACER: son deberes formales. Están regulados, entre otros, por el artículo 87 del Código Tributario, e incluyen inscribirse en el RUC, emitir u otorgar comprobantes de pago, llevar libros de contabilidad, presentar declaraciones determinativas tributarias, etc.

						
					

				
			

			La obligación y la deuda tributaria son distintas, aunque ambos conceptos se tienden a confundir e incluso se toman como sinónimos. Sin embargo, una es la relación jurídica tributaria y otra es la suma que se adeuda al fisco.

			
				
					
				
				
					
							
							OBLIGACIÓN TRIBUTARIA / DEUDA TRIBUTARIA

						
					

					
							
							La obligación tributaria es la relación jurídica tributaria sustantiva entre el sujeto activo (Estado) y el sujeto pasivo (deudor tributario), por la cual el primero se encuentra obligado al pago del tributo al segundo. 

							La deuda tributaria es la suma adeudada por el deudor tributario, y comprende el tributo, la multa y los intereses, sean moratorios o por fraccionamiento.

						
					

				
			

			Del mismo modo, la obligación sustancial se diferencia de las llamadas obligaciones formales, que en realidad son deberes formales, pues al no tener contenido patrimonial no son obligaciones sino deberes.

			
				
					
				
				
					
							
							OBLIGACIONES SUSTANCIALES Y DEBERES FORMALES

						
					

					
							
							Las obligaciones sustanciales están referidas al pago de tributos

							Los deberes formales se refieren a acciones como inscribirse en el Registro Único de Contribuyentes (RUC), emitir comprobantes de pago, llevar libros de contabilidad y otros registros, presentar comunicaciones y declaraciones y ponerlas en conocimiento de la autoridad tributaria. 

						
					

				
			

			5.	Exigibilidad

			No es suficiente que la obligación tributaria nazca como consecuencia de un hecho económico relevante para el derecho tributario y se convierta en un hecho imponible. Para que exista deuda exigible, debe determinarse que existe un crédito a favor del fisco.

			
				
					
				
				
					
							
							NACIMIENTO DE LA OBLIGACIÓN

						
					

					
							
							Hipótesis de incidencia tributaria: 

							Artículo 2 del Código Tributario: «La obligación tributaria nace cuando se realiza el hecho previsto en la ley como generador de dicha obligación».

						
					

				
			

			Para que una obligación tributaria nazca como hecho jurídico, debe existir previamente una norma legal. Tal norma prevé lo que conocemos como «hipótesis de incidencia tributaria», esto es, un supuesto abstracto que regula hechos económicos. Así, el impuesto general a las ventas grava la venta de un bien mueble en el país, efectuada por un sujeto que desarrolla actividad empresarial. Por ejemplo, grava:

			1.	El aspecto material u objetivo, es decir, qué se grava (la venta del bien mueble).

			2.	El aspecto personal, es decir, a quién se grava (al sujeto que realiza actividad empresarial).
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